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RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de enero de 2020.  

 Comparece por derecho propio y en forma pauperis, Alex Ibrahim 

Santos González (el peticionario), quien por medio de recurso de certiorari 

solicita la revocación de una resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Carolina (TPI), el 9 de septiembre de 2019.  Mediante 

su dictamen el foro primario declaró No Ha Lugar a la moción presentada 

por el peticionario al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 

en la que se cuestionó la pena que se le impuso al declararse culpable 

mediante preacuerdo por sendos delitos reclasificados bajo la Ley de 

Armas, infra.     

Por los fundamentos que pasamos a exponer, denegamos la 

expedición del auto de certiorari. 

I. Resumen del tracto procesal  

En el 2015 el Ministerio Público presentó cuatro acusaciones contra 

el peticionario por alegadas violaciones a los artículos 93 y 249 del Código 
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Penal de Puerto Rico, específicamente, por los delitos de asesinato en 

primer grado en su modalidad de tentativa (FVI2015G0010 y 

FVI2015G009) y el delito de riesgo a la seguridad u orden público al 

disparar un arma de fuego (FOP2015G0013). A su vez, se le acusó por 

violaciones a los artículos 5.07 y 5.15 de la Ley de Armas de Puerto Rico, 

por posesión o uso ilegal de armas largas semiautomáticas, automáticas o 

escopeta de cañón cortado (FA2015G0165) y por el delito de disparar o 

apuntar armas (FLA2015G0166), respectivamente. 

Posteriormente, el peticionario alcanzó un preacuerdo con el 

Ministerio Público mediante el cual, de hacer alegación de culpabilidad, se 

daría lugar a la reclasificación de los delitos imputados. A partir de dicho 

acuerdo, la acusación por asesinato en primer grado y el riesgo a la 

seguridad u orden público al disparar un arma de fuego sería reclasificado 

a tentativa de agresión agravada, quedando eliminada la acusación por 

uso de arma de fuego, con una pena de cuatro años en probatoria. 

Además, los delitos por violación al artículo 5.04 de la Ley de Armas, serían 

reclasificados por dos violaciones al artículo 5.15 de dicha Ley, con una 

pena de cinco (5) años en cada una de dichas acusaciones. 

En correspondencia, el 8 de septiembre de 2015, el peticionario hizo 

alegación de culpabilidad, según los términos acordados con el Ministerio 

Público, por lo cual fue sentenciado a cumplir una pena mixta de diez (10) 

años de cárcel en los casos FLA2015G0165 y FLA2015G0166 (Infr. Art. 

5.07 y 5.15 L.A. ambos reclasificados a Infr. Art. 5.04 L.A.) y una pena 

suspendida en el caso FVI2015G0010 (Infr. Tent. Art. 93(A) C.P. 

reclasificado a Infr. Tent. Art. 109 C.P.) para una pena de cuatro (4) años 

en probatoria, concurrentes con los casos FVI2015G009 y 

FOP2015G0013.1 

 
1 Véase Apéndice I. 
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Transcurridos varios años de emitida la anterior sentencia, el 5 de 

septiembre de 2019, el peticionario presentó ante el TPI una moción al 

amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal bajo las disposiciones 

de la Ley 142 del 2 de diciembre de 2013. En ella alegó que en virtud de la 

Regla 72 de las Reglas de Procedimiento Criminal, habiendo realizado 

alegación preacordada con el Ministerio Público, la pena máxima que 

procedía imponerle por los casos de violación a la Ley de Armas era de solo 

dos años, en lugar de los diez años que estaba cumpliendo, por lo que la 

sentencia era ilegal. 

 El 9 de septiembre de 2019, el TPI emitió una orden en la que declaró 

No Ha Lugar a la moción al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal bajo las disposiciones de la Ley 142 del 2 de diciembre de 2013, 

juzgando que la pena impuesta al peticionario era la mínima conforme a 

la ley.2 

Inconforme, el 9 de octubre del 2019, el peticionario presentó el 

recurso de certiorari ante nosotros, señalando la comisión del siguiente 

error: 

Erró el TPI en validar que la sentencia impuesta es la 

correspondiente. Eludiendo que el recurrente al hacer una 
alegación preacordada, hubo reclasificación de cargos. El cual 

en estado de Derecho que nos cobija bajo la Ley 142-2013 las 
penas debían ser acorde a lo establecido en la Regla 72, Inciso 
7. Ello bajo el principio de Favorabilidad que rige nuestro 

Ordenamiento Jurídico. 
 

Contando con el escrito en oposición a recurso de certiorari 

presentado por la Oficina del Procurador General en representación del 

Ministerio Público, estamos en posición de resolver. 

 

II.  Exposición de Derecho 

A. Certiorari 

El auto de certiorari permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. Municipio Autónomo de 

 
2 Véase Apéndice II. 
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Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 710 (2019); Medina Nazario v. 

McNeil Healthcare LLC., 194 DPR 723, 728 (2016). Es, en esencia, un 

recurso extraordinario mediante el cual se solicita al tribunal de superior 

jerarquía la corrección de un error cometido por el tribunal inferior. García 

v. Padró, 165 DPR 324 (2005). La expedición del auto descansa en la sana 

discreción del tribunal y encuentra su característica distintiva, 

precisamente, en la discreción encomendada al tribunal revisor para 

autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. Municipio Autónomo de 

Caguas v. JRO Construction, supra, en la pág. 711; IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Román Feliciano, 181 DPR 679 

(2011); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 920 (2009). Claro, la 

discreción judicial no es irrestricta y ha sido definida como una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a una 

conclusión justiciera. Íd.; Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79 (2001).   

Dispone la Ley de la Judicatura, Ley Núm. 201–2003, en su                       

Art. 4.006(b), que nuestra competencia como Tribunal de Apelaciones se 

extiende a revisar discrecionalmente órdenes y resoluciones emitidas por 

el Tribunal de Primera Instancia.3 En casos criminales, la expedición de 

un auto de certiorari debe evaluarse a la luz de los criterios enumerados 

por la Regla 40 de nuestro Reglamento.4  

 
3 4 LPRA sec. 24y(b). 
4 El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 

análisis del problema. 
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 

en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la luz 

de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de 
alegatos más elaborados. 
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III. Aplicación del Derecho a los hechos 

A pesar de que el peticionario alude a la Regla 72 de las Reglas de 

Procedimiento Criminal como su fundamento para cuestionar la pena que 

impugna que le impuso el TPI e impugna ante nosotros, realiza una 

interpretación incorrecta de su contenido que lo conduce a una conclusión 

errónea. La Regla aludida dicta, en lo pertinente, lo que sigue: 

Toda alegación preacordada en una causa en la que se impute la 
venta, posesión, transporte, portación o uso ilegal de un arma de 
fuego, según establecido en los Artículos 5.04 o 5.15 de la Ley 404-

2000, según enmendada, conocida como la Ley de Armas de Puerto 
Rico o sus versiones subsiguientes, deberá conllevar para el 
imputado o acusado una pena de reclusión de al menos dos (2) 
años, cuando la pena de reclusión estatuida para la conducta 
imputada bajo dichos artículos sea mayor de dos (2) años. Cuando 
circunstancias extraordinarias relacionadas con el proceso judicial 
así lo requieran, el Secretario de Justicia tendrá la facultad para 
autorizar por escrito una alegación preacordada que incluya una 

pena de reclusión menor de dos (2) anos. […] (Énfasis y subrayado 
provistos). 

 

Aunque la anterior Regla gobierna el proceso a seguir por las partes 

cuando lleguen a preacuerdos con relación a los delitos en general, el 

párrafo citado se insertó para obligar al juez a que, en los casos descritos, 

donde medie preacuerdo en casos bajo la Ley de Armas, como regla general 

la pena a imponerse no pueda ser menor a los dos años. La recta lectura 

de la Regla 72 supone conceder que en los casos sobre Ley de Armas allí 

especificados el Legislador no le concedió facultad al juzgador para 

imponer una pena menor a los dos años, salvo la causa extraordinaria que 

la misma Regla incluye. Es decir, el límite legislativo impuesto atiende una 

prohibición sobre disminuir la pena, impidiendo con esto la posibilidad de 

que el juez imponga una pena menor a los dos años, (salvo que medie el 

proceso sobre causa extraordinaria allí concebido), pero sin inhabilitarlo 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 

causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio. 

Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 

4 LPRA Ap. XXII–B. 
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para que imponga una pena mayor a los dos años. En definitiva, en la 

situación fáctica prevista, el juez podía imponer una pena de dos años o 

más, pero no menor de dos años.    

Además, como ha quedado visto, la Regla citada refiere al Artículo 

5.04 de la Ley de Armas, que dispone lo relativo al delito de portación y uso 

de armas de fuego sin licencia. Según el artículo 5.04 aludido:  

Toda persona que transporte cualquier arma de fuego o parte de 
ésta, sin tener una licencia de armas, o porte cualquier arma de 
fuego sin tener su correspondiente permiso para portar armas, 
incurrirá en delito grave y convicta que fuere, será sancionada con 
pena de reclusión por un término fijo de diez (10) años, sin derecho 
a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo palabra, o a 
disfrutar de los beneficios de algún programa de desvío, 
bonificaciones o alternativa a la reclusión reconocida en esta 
jurisdicción, debiendo cumplir en años naturales la totalidad de la 
pena impuesta. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija 
establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de veinte (20) 
años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida 
hasta un mínimo de cinco (5) años. 25 LPRA sec. 458c. (Énfasis 
nuestro). 

 

De lo anterior se desprende que el foro primario impuso la pena 

mínima al peticionario, al elegir, según lo permite el artículo citado, la de 

cinco años, aunque bien tenía autoridad para que fuera mayor.  

En definitiva, evaluados los asuntos esgrimidos por el peticionario 

para conceder el recurso solicitado, no apreciamos que acontezcan los 

elementos que nos muevan a concederlo.  

Por lo expuesto, denegamos la expedición del recurso presentado 

por el peticionario.   

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


